SENTENCIA NÚMERO: CUATRO

En la ciudad de Córdoba, a los doce días del mes de febrero de dos mil diecinueve, siendo las once horas se reúnen en acuerdo público los señores Vocales integrantes de esta Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación Doctores Cecilia María de Guernica, María Inés Ortiz de Gallardo y Humberto Sánchez Gavier, bajo la presidencia de la primera, a los fines de dictar sentencia en los autos caratulados “GORDILLO, ÁNGELA MAURICIA C/ CAJA DE JUBILACIONES, PENSIONES Y RETIROS DE CÓRDOBA – PLENA JURISDICCIÓN” (Expte. Nº 1459577, iniciado el 24/05/2012), procediendo en primer lugar a fijar las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Conforme al sorteo practicado, los señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctora María Inés Ortiz de Gallardo, Dra. Cecilia María de Guernica y Dr. Humberto R. Sánchez Gavier.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA

MARÍA INÉS ORTIZ DE GALLARDO, DIJO:

1.- La Sra. Ángela Maurisia Gordillo, D.N.I. N° 13.344.200, interpone la presente demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción en contra de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, con motivo del dictado de la Resolución Nro. 000.252 por la que se rechazó el recurso de reconsideración interpuesto en contra de la Resolución Nro. 004.489, solicitando que al momento de resolver se declare la nulidad de ambos actos administrativos y, en consecuencia, se otorgue el beneficio de pensión a la compareciente, y se ordene el pago de los haberes previsionales dejados de percibir con intereses desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago.

Respecto a la procedencia formal, relata que la actora ante el fallecimiento de su cónyuge, Aldo Florencio Coronda, con fecha 09/04/2011, solicitó el beneficio de pensión, en su calidad de cónyuge divorciada con prestación alimentaria; que la demandada dictó la Resolución Nro. 004.489 por la que le denegó el beneficio a la compareciente; que contra dicha resolución interpuso recurso de reconsideración con fecha 03/11/2011; que ese recurso fue rechazado por Resolución Nro. 000.252/12, la que fue notificada con fecha 26/04/2012, quedando agotada la vía administrativa y expedita la vía jurisdiccional.

Respecto a la procedencia sustancial, afirma que los actos impugnados son nulos.

Con respecto a la Resolución Nro. 004.489/11, alega que le denegó el beneficio de pensión con el argumento que “…no acredita la convivencia con el causante hasta la fecha de fallecimiento…”.

Refiere que la compareciente se encontraba divorciada del causante, lógicamente no había “convivencia”, pero en su condición de cónyuge, la ley le reconoce el beneficio solicitado, sólo exigiendo la percepción de cuota alimentaria; que de la unión matrimonial nacieron cinco hijos, hoy mayores de edad; que si bien se encontraban divorciados, siempre existió manutención de parte del causante; que durante los primeros años, la actora percibía lo correspondiente a cuota alimentaria mediante depósito judicial que se efectuaba en los autos en los que tramitó el divorcio, y luego percibida en forma informal por la buena relación lograda entre ambos.

Aclara que nadie puede considerar que la actora no haya percibido suma alguna del causante, ya que carece de todo ingreso, de trabajo estable, por lo que sin la percepción de dinero del causante le resultaba imposible la manutención de los hijos y del hogar conyugal.

Relata que cuando se lo permitieron las condiciones familiares realizó trabajos domésticos y nunca contó con ingreso alguno, más que lo entregado por el causante, que sí tenía ingresos fijos y suficientes.

Explica que al momento de iniciar el beneficio, la accionante sólo acompañó la documentación que acreditaba su carácter de cónyuge ya que fue lo único solicitado por la Caja demandada, sin que se le exija ninguna otra documentación, ni testimonio; que no existen fundamentos por parte de la demandada al denegar el beneficio, sólo limitándose a argumentar la falta de convivencia y lo expuesto en el informe socio ambiental; que el único elemento probatorio tenido en cuenta resulta de carácter puramente subjetivo, y no resulta suficiente para denegar el beneficio solicitado, evidenciando la decisión arbitraria e ilegal que se ha dictado, y solicita se anule y se dicte una conforme a la normativa vigente.

Afirma que las consideraciones de hecho y de derecho invocadas por la demandada en el acto impugnado, constituyen una serie de vicios, irregularidades, ilegalidades que demuestran un ejercicio abusivo al momento de resolver, importando una clara desviación del poder, y violando así derechos constitucionales y administrativos reconocidos por nuestro ordenamiento jurídico, por lo que solicita se declare su nulidad.

Advierte que nunca se requirió prueba alguna, que con la sola falta de convivencia, hecho que no resulta obstáculo para el otorgamiento del beneficio y un informe social que la actora desconoce en su contenido por no haber sido notificada del mismo, se le denegó el beneficio, sin tener en consideración la realidad fáctica de la compareciente, que le acuerda el derecho al beneficio que pretende.

Sostiene que al resolver la Caja ha violado la garantía del debido proceso legal, resultando arbitrario, irrazonable y contrario a derecho, mantener el criterio seguido en la resolución impugnada, es decir, sin tener en cuenta prueba alguna, ni exigir a la actora otros elementos de convicción que permitieran arribar a una descripción real de la relación entre la actora y el causante hasta su fallecimiento, y no a la decisión cuestionada.

Agrega que el rechazo a otorgarle a la compareciente el beneficio de pensión, implica una violación directa de su derecho alimentario, ya que el monto que le aportaba su cónyuge desde la separación, tenía una vital importancia para la subsistencia diaria y, de ese modo, satisfacer sus necesidades básicas de manutención; que el derecho a los beneficios previsionales resulta irrenunciable por parte de los legitimados a percibirlos; que si la accionante resulta legitimada a percibir el beneficio de pensión, y no habiendo causal legal para su rechazo, resulta arbitraria la decisión de la Caja demandada de denegar un beneficio por causas ajenas a las previstas legalmente.

Expresa que por los motivos que expone, el acto carece de fundamentación fáctica y jurídica, por haberse violado la norma establecida legalmente para su dictado, debiendo ser declarado nulo de conformidad a los arts. 98 y 104 y cc de la Ley 6658. Cita jurisprudencia que respalda sus dichos.

En orden a la Resolución Nro. 000.252 esgrime que también es nula, por las razones dadas y porque reúne vicios que lo invalidan; que la accionada alude a que el rechazo reside en la inexistencia de prueba documental que acredite el origen, pertinencia y subsistencia de la prestación alimentaria por parte del causante a su favor; que el acto no se sustenta en hechos probados o comprobados, sino en meras suposiciones, incurriendo en ausencia de fundamentación que vicia el acto, porque al resolver sobre un derecho subjetivo, estaba obligado a contenerla (arts. 98 y 104 de la Ley 6658); que la ley acuerda el derecho de pensión a la cónyuge separada de hecho que perciba cuota alimentaria del causante; que el acto cuestionado fundamenta el rechazo del otorgamiento del beneficio, a la no acreditación del goce de la prestación alimentaria a cargo del causante, situación que no encuadra en la situación de autos; que la accionante se encontraba a cargo del causante, y percibía prestación alimentaria, aunque ello obviamente no se documentara, como es habitual en la relación marital; que en una relación matrimonial o familiar como la que vinculaba al causante y a la actora, el pago de distintos emolumentos que configuraban lo que se denomina prestación alimentaria, no se va documentando, sino que simplemente se lo recibe o se lo consume; que la prestación alimentaria entre cónyuges no debe probarse, sino que al contrario, lo que debería acreditarse es que la misma no existió, para alterar la presunción legal de cumplimiento de las obligaciones maritales; que de otro modo, la compareciente no hubiera podido asistir a sus hijos que son nada más y nada menos que cinco (5), sin contar con trabajo estable.

Explica que la disposición del art. 37 del Decreto Reglamentario Nro. 41/2009 de la Ley 8024 t.o. por Dcto. Nro. 40/2009, no puede ser entendido de otro modo que no sea la exclusión de aquellos cónyuges que han renunciado a la percepción de prestación alimentaria, por distintas causas, ya que de otro modo, debería interpretarse que la ley de jubilaciones provincial, ha venido a legislar sobre los derechos de los cónyuges, lo cual resulta jurídicamente inadmisible, no sólo por la materia de que se trata, sino también por la absoluta incompetencia de la legislatura local para regular cuestiones propias del derecho de familia, delegado al Congreso de la Nación.

Recuerda que la disposición del art. 37 del Decreto Reglamentario Nro. 41/2009 de la Ley 8024, exige para la exclusión del beneficio, el divorcio o la “separación de hecho”, sin prestación aliementaria en ambos casos, con lo cual no hay duda de que se trata de dos situaciones asimilables; que la separación de hecho se incluye como una causal de idéntico alcance al divorcio; que ese es el sentido de la norma, privar del beneficio de pensión a los divorciados, o separados que no tienen prestación alimentaria, pero de ninguna manera puede interpretarse que esta ley de jubilaciones ha venido a crear nuevas obligaciones maritales, para que el casamiento tenga los efectos jurídicos que le corresponden.

Advierte que la demandada colocó la mira sólo en aspectos secundarios, que no son dirimentes al tiempo de analizar la procedencia o no del derecho de la actora, perdiendo de vista la situación fáctica de autos y la situación consignada al momento de solicitar la

pensión; que la resolución impugnada, considera como única prueba válida para acreditar la prestación alimentaria del causante a favor de la actora, la prueba documental que importe la constancia del recibo y/o depósito en cuenta bancaria, sin entrar a valorar la restante prueba y situación fáctica, ya sea la testimonial, indiciaria o presuntiva, y/o la documental incorporada, descartándola en forma completa para la valoración de lo que se pretende acreditar, dictando de ese modo un acto ilegítimo, carente de todo sentido y razonabilidad, solicitando que así sea declarado.

Señala que nunca se le requirió en sede administrativa acreditar tal exigencia, y eso resulta lógico ya que al encontrarse divorciados por mutuo consentimiento, el causante le asistía económicamente a su cónyuge a los fines de cubrir las necesidades y contingencias de su grupo familiar, ya que de otro modo, no se podría explicar cómo la actora ante la falta de ingresos subsistió y mantuvo a sus hijos, y que no haya requerido judicialmente a su cónyuge actualización de cuota o ayuda económica, siendo ésta la respuesta a que al ser asistida por él, no hizo falta recurrir a la justicia, porque simplemente él aportaba y otorgaba la prestación alimentaria.

Plantea la inconstitucionalidad de la Ley 9504, para ser resuelta en su oportunidad. Funda su pedido en las siguientes razones:

a.-Consolidación:

Afirma que la demandada pretende ahora con el dictado de la Ley 9504 la consolidación de las deudas anteriores al 30/06/2008, y la inembargabilidad de los fondos.

Hace presente que así como se dispuso que la Ley 9078 no alcanza a las obligaciones dinerarias de que se trata, por su accesoriedad, del mismo modo ocurre con la Ley 9504, porque la naturaleza del crédito es la misma, al ser, obviamente, el mismo crédito en una y otra norma.

Solicita el rechazo de la consolidación de la Ley 9504.

Plantean la inconstitucionalidad de las disposiciones de los arts. 13, 14 y cc. de la Ley 9504, porque no existe causa o razón que justifique esa decisión, ya que la aludida afectación financiera que dijo tener la Caja demandada, fue superada por la remisión de fondos de la Nación, como es de público conocimiento, y porque la Provincia de Córdoba, no se

encuentraen ninguna emergencia, sino que por el contrario, está otorgando subsidios, renunciando a la percepción de una parte de impuestos al agro, aumentando los haberes de los activos etc., y la Provincia de Córdoba es quien debe asistir a la Caja porque es garante de su sistema financiero, siendo inconstitucional la disposición de la Ley 9504 que pretende ahora excluir esa garantía.

Advierte que la Ley 9504 pretende excluir al Estado Provincial de la garantía que la Ley 8024 había reconocido, y que establece sin lugar a duda interpretativa alguna la Constitución Provincial; que la pretendida exclusión de la garantía sólo se comprende en el contexto en que la norma ha sido dictada, al declarar una emergencia económica, financiera y administrativa, tan sólo de la Caja demandada, y no así del resto de la Administración Pública Provincial.

Refiere que la limitación de la declaración de emergencia al ámbito de la Caja de Jubilaciones, evidencia el propósito o finalidad perseguida que es declarar la existencia de un déficit tal que lleva a una situación de emergencia, y paralelamente abstraer al Estado de hacerse cargo del mismo, como constitucionalmente se encuentra previsto; que la maniobra intentada resulta evidente y ostensible en su propósito, porque la actual redacción del artículo 5to. de la Ley 9504 así lo confirma, al señalar que la garantía del Estado Provincial se restablecerá una vez que se supere la emergencia declarada, lo que constituye un absurdo.

Hace referencia al límite en el ejercicio autoritario y arbitrario de un poder constituido, que en el caso de nuestra Provincia, está consagrado en el art. 57 de la Constitución Provincial, que le impide al legislador que está sometido a ésta última, excluir al Estado Provincial de la obligación de asegurar jubilaciones y pensiones móviles, irreductibles y proporcionales a la remuneración del trabajador en actividad, que en el caso de una sentencia judicial, se concretan en el pago de las diferencias que se han ordenado pagar, concluyendo que si la Caja de Jubilaciones se encuentra en estado de emergencia, lo que presupone la existencia de un déficit, le corresponde al Estado Provincial acudir en su auxilio y afrontar las obligaciones.

Señala que la Provincia de Córdoba efectuó recientemente una serie de modificaciones al sistema, reduciendo por ejemplo las edades jubilatorias (Ley 9017), habilitando pasividades anticipadas (Decretos 834/02, 2754/01, 2764) que consecuentemente incrementaron los beneficiaros de la Caja, y con ello el déficit que ya existía.

Afirma que los efectos o consecuencias de la emergencia, con la que se pretende justificar la consolidación, no pueden ser soportados por los propios beneficiarios, porque hay en ello una abierta violación al principio de igualdad de las cargas públicas (art. 16 C.N. y art. 7 de la Const. Pcial.). Da razones que sustentan su postura.

Recuerda que la Provincia de Córdoba se encuentra imposibilitada constitucionalmente de dictar normas en materia de obligaciones, ya que ello es una potestad que fue delegada al Congreso de la Nación (art. 75 inc. 12 de la C.N..-

Resalta que ninguna declaración de emergencia autoriza el apartamiento del orden

constitucional. Cita jurisprudencia.

b.- Inembargabilidad de fondos:

Explica que los artículos 4 punto 20), arts. 26, 27, 28, 29, 30 y cc. de la Ley 9504, en cuanto impiden trabar embargos y ejecutar sentencias, son inconstitucionales, porque le asignan al Estado Provincial, y a sus entes, un privilegio en juicio, contrario a lo dispuesto por el art. 178 de la Constitución Provincial, de manera que en el ámbito de la Provincia de Córdoba, no es posible imponer esa norma porque la Constitución ha previsto expresamente que ello no suceda.

Recuerda que la única prohibición de embargos establecidos por la Constitución Provincial respecto al Estado, es la de “embargos preventivos”, por lo que no pueden crearse otras restricciones; que tampoco puede concebirse que el Poder Judicial esté impedido de ejecutar sus sentencias, porque con ello quedará destruido el sistema republicano en sí mismo (arts. 1 y 5 C.N.); que se viola el principio de igualdad consagrado en el art. 16 de la C.N., porque se crean distintas categorías de justiciables.

Señala que se viola también la garantía del debido proceso legal (art. 18 C.N.), al sustituir la potestad del Poder Judicial, por la mera voluntad del demandado, colocando en riesgo el sistema republicano.

c.- Planteo de inconstitucionalidad- art. 6 de la Ley 9884:

Plantea la inconstitucionalidad de la referida norma, ya que no puede admitirse que sea válida una norma emanada de una Legislatura local que disponga cuál va a ser la tasa de interés aplicable a las “condenas judiciales contra la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba”; que lo relativo al cumplimiento de las obligaciones y sus respectivos intereses es materia delegada por las Provincias al Congreso de la Nación (art. 75 inc. 12 de la C.N.), por lo que al haber legislado en materia que le está expresamente vedada, la misma resulta inconstitucional.

Subsidiariamente, para el hipotético e improbable caso que se entienda que la Provincia

pudiera legislar en materia de intereses de sus propias obligaciones por condena judicial, deja planteado que si al momento del cumplimiento efectivo de la eventual condena que se dicte, esa tasa de interés no cumpliera la función resarcitoria de los intereses moratorios, devendría inconstitucional por vulnerar el derecho de propiedad y la garantía del debido proceso.

Finalmente formula reserva de caso federal (art. 14 de la Ley 48).

2.-A fs. 22 se requiere a la demandada la remisión de todas las actuaciones administrativas producidas con motivo del reclamo planteado por el actor y a fs. 26 se certifica la reserva del expediente P- 157.854, corriéndose la vista al Sr. Fiscal, el que se expide a favor de la habilitación de la instancia contencioso administrativa (Dictamen N° 251 de fecha 18/06/2012, fs. 27 y vta.).

Admitida la demanda (fs. 28) se cita y emplaza a la demandada; a fs. 33 la demandada

comparece y acredita personería a fs. 29/32 con poder general.

3.- A fs. 38/50vta. evacua el traslado la Caja demandada por medio de apoderado, formulando una negativa genérica de los hechos invocados, salvo los que sean de expreso reconocimiento; niega la aplicabilidad al caso del derecho invocado por la accionante; niega la procedencia de cualquier tipo de reclamo por parte de la actora en contra de su representada y todo silencio o ausencia de negación en relación a los falsos dichos de la demandante, de ninguna manera tendrá carácter de allanamiento, confesión o renuncia de índole alguna de su parte.

En forma particular niega enfáticamente que el beneficio pretendido por la actora sea procedente, todo en virtud de no encontrarse acreditados los extremos exigidos por la ley para tal fin, entre ellos el de haber convivido en aparente matrimonio al momento del deceso del Sr. Coronda.

Niega que las resoluciones que la actora cuestiona sean arbitrarias, ilegítimas, ilegales, e inconstitucionales, consecuentemente, que sean nulas. Resolución Serie “A” N° 004.489:

Niega y rechaza que la actora haya percibido en forma informal cuota alimentaria de parte del causante; niega y rechaza que la actora y el causante hayan tenido buena relación. 

Niega que la accionante carezca de ingreso alguno y/o trabajo estable, sin perjuicio de que no los tuviese, niega que tal situación acredite la inexistente percepción de cuota alimentaria por parte de la accionante; que eventualmente, la actora habrá recibido ayuda de sus amigos y familiares; niega que el causante haya tenido ingresos suficientes para subsistir; niega que al momento de iniciar el beneficio, no se haya tomado a la actora delcaración alguna que explicite su situación con el causante.

Señala que conforme surge de fs. 3vta. del expediente administrativo P- 0124-157.854, se tomó declaración jurada a la actora respecto de su situación con el causante, incurriendo en una flagrante mentira, declaró bajo juramento “…haber vivido con mi esposo en el mismo domicilio hasta el día de su fallecimiento…”; que en dicha declaración jurada la actora omitió, maliciosamente, y con ánimo de hacer incurrir en error a su representada, informar sobre su divorcio con el causante y, mintió al afirmar que, al momento del fallecimiento del Sr. Coronda, se encontraban conviviendo, ya que surge de los dichos de la accionante, quien confiesa que largo tiempo antes del fallecimiento del Sr. Coronda se encontraban viviendo en domicilio diferentes.

Sostiene que es absolutamente falso que su representada le haya denegado el beneficio sin fundamento alguno, y que dicha denegación, se base en un elemento probatorio de carácter puramente subjetivo.

Niega que la decisión de la Caja de Jubilaciones, sea arbitraria e ilegal, y rechaza que sea procedente la pretensión de que sea declarada nula tal resolución; que niega y rechaza que las consideraciones efectuadas por la Caja constituyan una serie de vicios, irregularidades que demuestren un ejercicio abusivo al momento de resolver; niega que haya existido desviación de poder y violación de derechos constitucionales y/o administrativos en perjuicio de la actora; que es falso que se haya requerido prueba alguna a la actora; que niega que se haya violado el debido proceso legal, ello en tanto es absolutamente falso que no se haya oído a la accionante y, que ésta no haya podido ofrecer prueba y que no haya obtenido una decisión fundada en los hechos y en el derecho vigente y aplicable a su caso.

Continúa negando que resulte arbitrario, irrazonable y contrario a derecho sostener el criterio adoptado en la Resolución de que se trata; que es falso que tal acto administrativo haya obviado valroar la prueba recabada y que no se le haya pedido a la actora ni siquiera podido acreditar el extremo de percibir una inexistente cuota alimentaria de parte del causante.

Afirma que la actora pretende que sea la Caja demandada quien tenga que acreditar un hecho negativo, lo que constituiría una prueba diabólica, hecho que consistiría en la no percepción de cuota alimentaria por parte de la peticionante.

Destaca que de existir la cuota alimentaria que refiere, es la accionante quien se encontraría en mejor posición para acreditar dicha supuesta percepción; que si la actora no acompañó prueba que diera fundamento a una resolución a su favor, lo fue únicamente por la inexistencia de la misma, ello atento a que, en realidad la actora no tiene derecho a percibir la Pensión derivada del fallecimiento del Sr. Coronda.

Reitera que niega que el rechazo del beneficio implique una violación directa del derecho alimentario de la accionante, y que su rechazo carezca de fundamentación fáctica y jurídica. Resolución Serie “D” N° 000.252:

Sostiene que es falso que deba ser invalidado por vicio alguno; niega que sea cierto que su representada aluda a la inexistencia de prueba documental que acredite el origen, pertinencia y subsistencia de la prestación alimentaria a favor de la actora como causal de rechazo del beneficio, basada en la falta de argumentos y/o fundamentos para mantener los dados en la primera Resolución.

Reconoce que es cierto que la actora, al advertir que la falaz estrategia con la que pidió

originariamente el beneficio previsional era claramente improcedente, cambia su estrategia e introduce como motivo de la procedencia del beneficio la existencia de una supuesta percepción de cuota alimentaria a cargo del causante, es por tal motivo que, ante la absoluta ausencia de prueba respecto de tal inexistente cuota alimentaria, la Caja resolvió conforme los términos de la Resolución en cuestión.

Niega y rechaza que el Acto en cuestión se sustente en meras suposiciones, reconociendo como cierto que se funda en constancias del Expte. Administrativo y en la normativa aplicable; niega que se haya incurrido en ausencia de fundamentación que vicie a ese Acto.

Reconoce que es cierto que la ley acuerda el beneficio de pensión a la cónyuge separada de hecho que perciba cuota alimentaria del causante, negando que la actora sea separada de hecho, ya que es divorciada y reitera que niega que percibiera cuota alimentaria del causante, 

Reitera la negativa de que la accionante se encontraba a cargo del causante, que haya percibido cuota alimentaria alguna, negando que el pretendido pago sea documentado, siendo lo normal que dicho pago se efectúe por depósito judicial en cuenta abierta en el Banco de la Provincia de Córdoba.

Concluye que lo afirmado por la actora, es un improcedente intento de modificar la realidad de los hechos que demuestran que se encontraba divorciada, viviendo en un domicilio distinto al del causante desde mucho antes del fallecimiento de este y que, además, no gozaba de cuota alimentaria alguna a su favor.

Solicita el rechazo de la demanda, con costas según ley.

Explica que la actora solicita se declare la inconstitucionalidad de la Ley 9504, en aquellos capítulos y títulos referentes a la consolidación de obligaciones y forma de satisfacción de las mismas, suspensión de los plazos procesales e inembargabilidad de los fondos de su representada, tachando de inconstitucional, la emergencia previsional legalmente declarada.

Destaca que la ley ha sido dictada por el Poder constitucionalmente investido para ello en el marco de un extraordinario estado de emergencia previsional, motivado en los reiterados incumplimientos del Estado Nacional con la Provincia de Córdoba, en las obligaciones de aquél en el sentido de girar los fondos suficientes a fin de cubrir el déficit del sistema previsional provincial, obligación impuesta expresamente por el Convenio de Armonización Nro. 83/02. Cita jurisprudencia.

Explica que ante esa situación jurídica de incumplimiento por parte de la Nación, la Provincia de Córdoba se vio forzada a adoptar la medida extraordinaria y temporal cuestionada por la actora, a fin de garantizar el normal y regular pago de los haberes previsionales, entre ellos los de el actor, de todos los beneficios de la Caja, aventando así toda posibilidad de colapso del sistema previsional.

Resalta que las medidas adoptadas por la ley tachada de inconstitucional por el accionante revisten el carácter de extraordinarias, y procuran preservar y sostener el sistema estatal de reparto en el ámbito de la Provincia de Córdoba, y que teniendo en cuenta estas cuestiones podemos afirmar que lo que está comprometido por sobre cualquier interés individual es el interés público.

Puntualiza que la declaración del estado de emergencia es una cuestión que está exenta del control judicial, el que debe contraerse a examinar la razonabilidad de las medidas que sean su consecuencia, pero no a evaluar, la oportunidad, mérito y conveniencia de las mismas, ya que dicha función constitucional es privativa del legislador. Cita jurisprudencia y doctrina que avalan la constitucionalidad de la Ley 9504, encontrando una apoyatura adicional en la doctrina de la CSJN en materia de emergencia.

Afirma que no se encuentra afectada la garantía constitucional de la propiedad y pone de resalto que la razonabilidad y constitucionalidad de la medida adoptada se desprende del ejercicio del poder de polícia emergencial que posee la Legislatura de la Provincia y que ha aplicado en función de la magnitud de la crisis que atraviesa el Sistema Previsional.

Reseña algunos argumentos al respecto: a) La Ley de Emergencia Previsional tiene sustento constitucional porque ha sido dictada por la Legislatura Provincial en ejercicio de su indiscutible poder de policía, el cual se acentúa en períodos de emergencia; b) La CSJN ha sostenido la constitucionalidad de la legislación de emergencia; c) La emergencia es pública y notoria y no necesita ser probada; que esta crisis económico financiera se resuelve siendo afrontada con criterio de justicia, por los Poderes del Estado Provincial a quienes el pueblo les ha conferido dicha potestad; d) No se viola el principio de igualdad ante la Ley, pues la emergencia nació de un estado de necesidad extraordinario, el que autorizó en consecuencia el dictado de la norma cuestionada, para el salvataje de todo el sistema previsional y en beneficio del interés general; e) No se viola el principio de los derechos adquiridos, por que no se frustra el derecho de la actora a su acreencia; f) La legislación de emergencia cuestionada, cumple los requisitos que la misma debe acreditar para no resultar violatoria de la Constitución Nacional que son: 1.- que las normas dictadas por quien tiene competencia constitucional y para remediar una grave situación de emergencia, 2.- que se resguarde la  sustancia de los derechos adquiridos y, 3.- que la suspensión de los efectos sea sólo lo temporal.

Cita jurisprudencia que avala la razonabilidad de la medida de emergencia.

Explica que atento que la Ley 9504, guarda proporción con sus fines y sus normas son adecuadas a las peculiaridades de la materia económica y el derecho que las rige, su razonabilidad es evidente y ello da soporte a la constitucionalidad de la misma; que la normativa atacada por la actora encuentra una apoyatura adicional en la doctrina de la CSJN, en el fallo “Peralta”, en materia de emergencia, ya que la misma ha justificado plenamente la constitucionalidad de normas de emergencia.

Advierte que la accionante omite considerar que el art. 179 de la Constitución Provincial dispone que “La ley determina el tiempo de cumplir sentencias condenatorias en contra del Estado Provincial y de los Municipios”, que es precisamente lo que hace la Ley 9504, es decir, reglamentar tal manda constitucional que contiene una expresa previsión en tal sentido.

Explica que la ley de emergencia previsional solamente limita el goce de un derecho regulado por la Constitución Nacional de modo razonable y temporal, lo cual no importa una desnaturalización del mismo.

Afirma que el Estado ha procurado garantizar la integridad del Sistema Previsional Provincial de Reparto, el cual se encuentra seriamente amenazado en el marco de la emergencia en que está inmerso en la actualidad, y que ha servido de presupuesto fáctico a la ley que aquí se cuestiona; que el art. 73 de la Constitución Provincial establece que es potestad del Estado Provincial “contraer empréstitos sobre el créidto general, emitir títulos públicos y realizar otras operaciones de crédito para el financiamiento de la obra pública… y otras necesidades excepcionales o de extrema urgencia”, de modo que la facultad ejercida por la legislatura provincial se encuentra expresamente reservada por la Provincia, a través de su Carta Magna.

Señala que para el hipotético caso de una sentencia desfavorable a su representada que consista en un pago de una suma de dinero a cargo de la misma, deja planteada la Consolidación de deudas en virtud de lo dispuesto por los arts. 13, y 14 del Título II, Capitulo 3 de la Ley 9504, la suspensión de la ejecución de la sentencia en los términos del art. 21 del mismo texto legal y, también, la inembargabilidad de las cuentas de su representada, tal como lo prescribe el Capítulo II del Título IV, de conformidad a: Consolidación de la Ley 9504: solicita que el Tribunal ordene la aplicación de la consolidación de deudas del Estado Provincial, dispuesta en los arts. 13 y 134 del Título II, Capítulo 3 de la Ley 9504.

Advierte que el P.E.P. tiene la facultad discrecional de excluir de la consolidación a aquellos actores beneficiarios que se encuentren comprendidos en circunstancias extremas, que hacen posible evaluar su exclusión (art. 16 de la Ley 9504).

Inembargabilidad: plantean formalmente la inembargabilidad de las cuentas de su representada, en los términos de lo prescripto en el Capítulo II del Título IV “Adhesión a Leyes Nacionales” de la Ley 9504,en virtud de la adhesión de la Provincia a las Leyes

Nacionales N° 24.624, N° 25.565, N° 25.401 y N° 11.672 y normas complementarias, como también disposiciones y leyes que en el futuro pudieran sustituirlas o reemplazarlas referidas a la inembargabilidad de fondos públicos.

Suspensión de la Ejecución de Sentencia: para el caso de que se haga lugar a la demanda, solicita la suspensión de la ejecución de la sentencia en los términos del art. 21 del Título II, Capítulo IV de la Ley 9504.

Formula reserva de caso federal (art. 14 de la Ley 48).

4.-A fs. 51 se abre a prueba la causa; a fs. 61/61vta. la parte actora ofrece documental, informativa y testimonial; a fs. 97 la parte demandada ofrece prueba documental-instrumental e informativa.

A fs. 101 se certifica el vencimiento del plazo probatorio y se corren los traslados de ley para alegar por su orden.

A fs. 105/109 corre agregado el alegato de la parte actora y a fs. 111/112vta. se agrega el alegato de la parte demandada.

5.-A fs. 115 se dicta el decreto de autos para sentencia, el que queda firme según constancias de fs. 115.

6.- La litis

6.1.- La Sra. Ángela Maurisia Gordillo interpone la presente demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción con el objeto que se declare la nulidad de la Resolución Serie “A” N° 004489 de fecha 23/09/2011 que denegó el beneficio de pensión solicitao con motivo del fallecimiento del Sr. Aldo Florencio Coronda, por no acreditar las exigencias establecidas en los arts. 2° ap. I inc. a) de la Ley 9075 Reglamentado por el Decreto N° 42/2009, al no acreditar la convivencia con el causante hasta la fecha del fallecimiento.

En dicha resolución la Caja otorgó el beneficio en su totalidad a la Sra. Mercedes del Carmen Carballo en su calidad de conviviente.

Asimismo pide que se declare la nulidad de la Resolución Serie “D” N° 00252 de fecha 18/04/2012 que rechazó el recurso de reconsideración interpuesta contra la anterior, por expresar que de las constancias de autos no surge que haya existido un acuerdo por cuota alimentaria a cargo del causante y a favor de la solicitante, ni mucho menos la percepción de la misma.

Pide que se otorgue el beneficio de pensión a la compareciente y se ordene el pago de los haberes previsionales dejados de percibir, con interses desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago.

Refiere que si bien la actora y el causante se encontraban divorciados, siempre existió manutención de parte del causante. Aclara que en los primero años, la actora recibía lo correspondiente a cuota alimentaria mediante depósito judicial que se efectuaba en los autos en los que tramitó el divorcio, y luego percibía en forma informal por la buena relación lograda entre ambos.

Asevera que la actora carece de ingreso alguno, por lo que sin la percepción de dinero del causante, le resultaba imposible la manutención de los hijos y del hogar conyugal.

Esgrime que sólo cuando las condiciones familiares se lo permitieron realizó trabajos domésticos y nunca contó con ingreso alguno.

6.2.- La Caja se opone al progreso de la acción y ratifica que la actora se encontraba divorciada del causante y además porque a la fecha del fallecimiento del Sr. Coronda ya no convivían, pretendiendo la actora introducir la existencia de una cuota alimentaria a favor de la Sra. Gordillo.

Postula que es falso que la caja haya denegado el beneficio sin fundamento alguno y que dicha denegación se base en un elemento probatorio de carácter puramente subjetivo.

6.3.-En el contexto de la pretensión actora y su oposición, es menester efectuar un repaso a los antecedentes obrantes en la causa.

7.- Antecedentes relevantes

7.1.- Las constancias del Expediente Administrativo N° 0124-157.854 iniciado el día 03/08/2011 (fols. 3/4vta.), da cuenta de las siguientes circunstancias relevantes, a saber:

I.-El Sr. Aldo Florencio Coronda falleció el día 09/04/2011 en su domicilio de Gobernador E. Loza 157, Alta Gracia (partida de defunción, fol. 5 y vta. expte. Adm.).

II.-El Sr. Coronda a los 24 años de edad contrajo matrimonio con la Sra. Ángela Maurisia Gordillo de 16 años de edad, con el consentimiento de la madre, el día 22/04/1976 (acta de matrimonio, fol. 6), unión de la cual nacieron sus cinco (5) hijos.

III.-El último domicilio de la Sra. Gordillo fue Perú Nº 345, Despeñaderos, Santa María (D.N.I., fol. 8).

IV.-El informe social de la Caja relevó que la Sra. Ángela tenía cobertura de salud de la APROSS (fol. 17) y cumplía servicios generales en el IPEM (fol. 20).

V.-La Sentencia Nº 155 de fecha 20/07/2000 (fol. 49 y vta.) decretó el divorcio vincular del Sra. Coronda y de la Sra. Gordillo y declaró disuelta la sociedad conyugal con retroactividad al 02/07/2008, fecha de presentación de la demanda por presentación conjunta.

7.2.- En esta instancia judicial, la actora incorporó como prueba los siguientes elementos de juicio:

I.- Copia de la audiencia celebrada el día 02/10/1996, en los autos “GORDILLO ANGELA M. C/ CORONDA ALDO F. – ETAPA PREJURISDICCIONAL”, celebrada ante la Asesoría de Familia de único Turno de Alta Gracia.

En esa oportunidad, pactaron que el Sr. Aldo Florencio Coronda se retiraba del hogar conyugal; que los cinco hijos quedaban con la madre; pactaron un régimen de visitas y, en lo que más interesa para este litigio es que también pactaron cuota alimentaria en los siguientes términos: “…se pacta una cuota alimentaria consistente en el 30 % del total del sueldo del padre, efectuando los descuentos de ley. Comprende también, aguinaldo, horas extras, bonificaciones, etc. más asignaciones familiares, que depositará en una cuenta de ahorro, abierta a tal fin en el Bco. Pcia. de Cba. Sucursal Despeñaderos…” (cfr. fs. 60).

II.-En la declaración testimonial de Miryam Teresita Uria (fs. 74 y vta.), se afirmó conocer a la actora desde hace 20 años por ser directora de la escuela IPEM Nº 82 donde la actora trabaja como auxiliar de servicios (portera); que después de la separación cree que la actora además trabajaba en casas de familia por hora; que la actora contaba con los ingresos como auxiliar en el Ipem, los trabajos particulares en casa de familia y que creía que Coronda le pasaba algo de plata, aunque no sabe si era en forma regular o esporádica.

III.-En la declaración testimonial de Víctor Felipe Ayala (fs. 76 y vta.) se expresó conocer a la actora desde el año 1986 porque entró a trabajar en el colegio donde la actora es Auxiliar; que en 1986 estaba casada y actualmente divorciada; que tuvieron cinco (5) hijos con el Sr. Coronda; que la actora siguió viviendo en el mismo domicilio donde vivía siempre; que el Sr. Coronda le pasaba una cuota alimentaria que le depositaba en el banco y además trabajaba como empleada doméstica para poder cubrir todos los gastos; no sabe si la cuota alimentaria que le otorgaba era periódica o en forma continua; solo sabe que la ayudaba económicamente.

IV.-En la declaración testimonial de Ilda María Ludueña (fs. 78 y vta.) se aseveró conocer a la actora desde que comenzó a trabajar en el colegio, hace aproximadamente veinte (20) años; que después del divorcio la actora siguió viviendo en la casa con los hijos; que el Sr. Coronda se fue a vivir a la Calle General Paz en Despeñaderos, después se mudó a calle Entre Ríos de esa localidad y después se fue a vivir a Alta Gracia antes de su fallecimiento; que la actora trabajaba en el colegio y además en casas de familia antes y después de la separación; que se mantenía con lo que ganaba y con la ayuda económica del Sr. Coronda; que la actora iba todos los meses a cobrar al banco y que desconoce que pasó en el trascurso del tiempo.

V.-En la testimonial de María Francisca Barrionuevo (fs. 81 y vta.) se destacó que la actora siempre trabajó antes y después; trabaja en el colegio Ipem como portera y también en casas de familia haciendo tareas domésticas.

VI.-En la declaraciónn testimonial de Elizabeth Liliana Díaz (fs. 83 y vta.) se expuso conocer a la actora desde hace treinta (30) años; que la actora siempre trabajó, antes y después de la separación, en el colegio Ipem, desde hace más de veinte (20) años, como cocinera y después portera; que además trabajaba en casas de familia, realizando tareas de servicio doméstico; que no eran ingresos importantes que alcanzaran a mantener a tantos hijos; que con los ingresos de ella no le hubiera alcanzado para mantener los hijos.

VII.- A fs. 95 se agregó el informe producido por la Asesora Letrada Titular de la Sede Judicial de Alta Gracia, del que surge que según las constancias de los libros de Asesoría del año 1996 (titularidad anterior a la de la suscripta) a cargo de la Dra. Raquel Bonaldi, registran ingreso bajo el número 30 con fecha 03/09/1996 las actuaciones “GORDILLO ANGELA MAURICIA c/ CORONDA ALDO F. – TENECIA – CUOTA – RÉGIMEN DE VISITAS – EXCLUSIÓN” con anotación en observaciones de: elevación para homologar y Auto Interlocutorio N° 116 del mismo año dictado por el Juzgado existente en esa fecha (Primera Nominación), sin contar en el archivo con documentación de esa data a los fines de cumplimentar con el pedido de copias certificadas.

8.-Valoración de la prueba

Del repaso detallado de la prueba producida en sede administrativa y en esta instancia, se advierte que, efectivamente, la actora como ex esposa, divorciada con sentencia de divorcio vincular, percibió cuota alimentaria del Sr. Coronda.

El acuerdo sobre la cuota alimentaria obrtante a fs. 60 y vta. de estos autos, en modo alguno especificó que la misma fuera con destino a los hijos menores y no incluyera a la accionante.

Por lo demás, tal como lo informó la Asesora Letrada de la sede juidicial de Alta Gracia, dicho acuerdo fue homologado mediante el Auto Interlocutorio N° 116 del año 1996, que no se acompañó por no obrar en el archivo de esa sede.

Las testimoniales, si bien son eficaces como medio de prueba a los efectos de acreditar la percepción de prestación alimentaria por parte del causante, la que debe ser de naturaleza documental, sin embargo complementa los datos objetivos, jurídcamente relevantes, incorporados con la prueba documental de fs. 60 y vta. y 95 y vta.

En definitiva, no puede desconocerse, sin incurrir en una renuncia consciente a la verdad juridico objetiva que emerge en esta causa, que la Sra. Ángela Maurisia Gordillo percibió cuota alimentaria del causante tras su separación, la que fue homologada judicialmente con anterioridad al dictado de la sentencia de divorcio.

En esas condiciones, la actora ha rebatido en esta instancia judicial la materialidad del único motivo denegatorio, consistente en que la actora no había probado prestación alimentaria.

En cuanto a la determinación de la subsistencia de la prestación alimentaria, el criterio de interpretación que propongo es amplio en virtud de la doctrina jurisprudencial que establece que tratándose de un beneficio otorgado en el marco de normas previsionales establecidas en un régimen general, la determinación de su alcance debe efectuarse en forma amplia, extremando los cuidados a fin de que la inteligencia que a ellas se les asigne no conduzca de manera irrazonable a la pérdida de un derecho, a cuyo desconocimiento sólo debe llegarse con extrema cautela (C.S.J.N. fallo del 07/07/1993, "Marta Elena Weitzbauer...", Fallos T. 316:1705).

Cabe recordar que conforme surge asimismo de la jurisprudencia del Máximo Tribunal de Justicia de la Nación, "...en materia de previsión o seguridad social lo esencial es cubrir riesgos de subsistencia, por lo que no debe llegarse al desconocimiento de los derechos sino con extrema cautela y el principio según el cual "in dubio pro justitia socialis" ("Filandro, Antonio", Fallos 293:446) y, frente a la duda en la apreciación de los presupuestos de hecho, debe resolverse en favor del beneficiario (Fallos: 323:3651;324:3868; 326:1551, 4539; 327:3900).

9.-El derecho a la pensión

El art. 34 de la Ley 8024 t.o. por Decreto N° 40/2009 dispone: “Enumeración de los beneficiarios. El derecho a pensión corresponde a:

1- La viuda, o viudo incapacitado para el trabajo o que tenga cumplida la edad de cincuenta y ocho (58) años a la fecha de fallecimiento de la causante.

La mujer divorciada vincularmente que goce de prestación alimentaria a cargo del causante en los términos de la Ley Nº 23.515 en ambos casos en concurrencia con:

“…Cuando la solicitud del beneficio sea formulada por la esposa del causante, por la mujer que hubiere convivido con éste y la mujer divorciada vincularmente que goce de prestación alimentaria, en los términos de los párrafos precedentes, y todas acrediten su derecho, el haber será compartido…”.

Por su parte el art. 37 ib. establece las “Personas excluidas del derecho a pensión” y dispone:

“No tendrán derecho a pensión:

a) El cónyuge divorciado o separado de hecho que no gozare de prestación alimentaria para sí a cargo del causante, en ninguno de los casos.

b) Los causa-habientes en caso de indignidad para suceder o por desheredación de acuerdo con las disposiciones del Código Civil”.

El art. 37 del Decreto Reglamentario N° 41/2009 de la Ley 8024 t.o. por Decreto N° 40/2009 establece: “Personas excluídas del derecho a pensión. Quien invoque la existencia de una prestación alimentaria para obtener el derecho a pensión, deberá acreditar documentalmente su origen, pertinencia y subsistencia al momento de invocarla”.

En el marco de la normativa transcripta, que es aplicable al caso de la actora en virtud de la fecha del deceso del causante (09/04/2011), con el criterio de interpretación amplia y los hechos fehacientemente comprobados, procede hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción y reconocer el derecho de la actora al beneficio de pensión, en concurrencia con la conviviente.

10.-Restablecimiento del derecho vulnerado (art. 38,Ley 7182):

En el sub lite, a los fines de establecer los alcances del restablecimiento del derecho vulnerado por los actos administrativos que denegaron a la Sra. Gordillo coparticipar de la pensión derivada del fallecimiento de Aldo F. Coronda, ha menester considerar que ha sido recién en la instancia de revisión judicial que la actora acreditó el presupuesto de hecho condicionante del reconocimiento de su derecho cual es la percepción de cuota alimentaria homologada judicialmente (fs. 60 y vta. y fs. 95 y vta.).

Por tal motivo, el derecho a coparticipar de la pensión con la conviviente debe reconocerse a partir de la fecha del presente decisorio que hace mérito de los hechos acreditados, quedando firme y consolidados los efectos jurídicos producidos por los actos impugnados, a favor de la conviviente.

En consecuencia, procede hacer lugar parcialmente a la demanda, declarar la anulabilidad de los actos impugnados a partir de la fecha del presente decisorio (art. 105, Ley 5350 t.o. por Ley 6658) y disponer que el beneficio que se reconoce a favor de la Sra. Gordillo se liquide en un ciencuenta por ciento a su favor (50%) a partir de la fecha de este decisorio.

11.- Intereses legales

A los haberes devengados, procede añadirles los intereses legales, equivalentes a la Tasa Pasiva Promedio mensual que publica el BCRA (art. 119 de la Ley 8024, to. Decreto 40/2009) desde entonces y hasta su efectivo pago.

12.- Ley 9504

12.1.-El planteo subsidiario de inconstitucionalidad y aplicación de la Ley 9504 interpuesto por la parte actora y demandada, respectivamente, se difiere para la etapa de ejecución de sentencia.

12.2.-En orden a la inembargabilidad de los fondos públicos en función de lo establecido por el Título IV Capítulo II de la Ley 9504, conforme al criterio de este Tribunal en la causa “López, S. c/ Pcia” (A. 388/08), reiterada en numerosos pronunciamientos (vgr. A. 536/10 “Cura c/ Pcia”, A. 244/12 “Montero”, A. 404/13 “Villarreal”, A. 431/13 “Pastorino”, entre muchos otros), dada la hermeticidad de la Ley N° 7182 -Código de la Materia Contencioso Administrativa (CMCA)- y como tal Ley de la Materia en los términos del art. 178 de la Constitución Provincial, conforme reiterada y pacífica jurisprudencia del T.S.J. (vgr. Sent.30/97 “Molina Luis c/ Pcia.”, entre otros muchos) y que tal sistema armoniza razonablemente los intereses de la Administración y del administrado (arts. 51, 52, 53 y 54 CMCA.), se estima que resultan inaplicables en este fuero las Leyes Nacionales Nros. 24.624, 25.973 y demás normativa a las que adhiere. Las mismas razones resultan aplicables a lo dispuesto por la Ley N° 9504 en orden a la inembargabilidad de fondos públicos y a la suspensión de la ejecución de sentencia (Título OO, Capítulo 4, art. 21 de la Ley 9504).

13.- Costas

Las costas se imponen en el orden causado (art. 70, Ley 8024 t.o. Dec. 40/09).

Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA CECILIA MARIA de GUERNICA, DIJO:

1.-Doy por reproducida la relación de causa realizada por la Dra. Ortiz de Gallardo, a la que me remito. Sin embargo, me permito disentir, tanto con el análisis de los extremos fácticos de la causa cuanto con el desenlace que para la misma propone la Sra. Vocal de Primer Voto, considerando que la demanda no debe prosperar.

2.- Se impugna en autos la Resolución N° Serie “A” n° 004489 de fecha 23/09/2011 mediante la se deniega el beneficio de pensión solicitado por la actora con motivo del fallecimiento de su ex conyuge, Sr. Aldo Florencio Coronda, por no acreditar los extremos del art. 2 ap. I inc. a de la Ley 9075, reglamentado por Decreto 42/09. En dicho acto se acordó idéntico beneficio a favor de Mercedes del Carmen Carballo, en un 100%, en su carácter de conviviente del causante (fs. 11/12).

Mediante Resolución Serie “D” n° 000252 de fecha 18/04/2012 la Caja rechaza el recurso de reconsideración planteado por la actora, en atención a que la misma se encontraba divorciada del causante, no habiendo acreditado prestación alimentaria a su favor (fs. 18/19).

3.- No se encuentra controvertido en autos que la actora y el causante contrajeron matrimonio con fecha 22/04/1976 (fs. 6 de las actuaciones administrativas) y posteriormente, mediante Sentencia n° 155 de fecha 20 de julio, presuntamente del año 2009 ya que en la copia obrante a fs. 47ib. No se advierte con claridad el año, se decretó su divorcio vincular, disolviendo la sociedad conyugal con retroactividad al 2 de julio de 2008, fecha de presentación de la demanda.

Consecuentemente, a los fines de discernir el derecho al beneficio por parte de la actora, resulta relevante analizar si ha podido acreditarse que la misma percibiera alimentos a su favor por parte del causante.

4.- Analizando en forma integral las constancias de la causa, considero que no ha podido acreditarse en autos ni siquiera mínimamente, la calidad de alimentaria invocada por la actora.

De la copia de la audiencia celebrada con fecha 2/10/1996 en autos “Gordillo Angela M. c/Coronda Aldo F.- Etapa Prejurisdiccional” incorporada a fs. 60 de autos no puede deducirse dicho carácter. Muy por el contrario, del texto del acuerdo al que arribaran las partes se desprende con claridad que la cuota alimentaria convenida en tal oportunidad lo fue a favor de los hijos menores de edad; ello por cuanto se expresa claramente que “…se pacta una cuota alimentaria consistente en el 30% del total del sueldo del padre…”; la que se depositaría en una cuenta de ahorro abierta a tal fin.

Tal referencia clara y concreta a la calidad en que el causante asumió su condición de alimentante no puede ser entendida como que fue realizada a favor de la actora en su calidad de ex conyuge. Nótese que en oportunidad de requerir se decretara su divorcio vincular nada se dijo al respecto, no realizando las partes estipulación alguna al respecto, pese a que era la oportunidad pertinente para hacerlo.

Abona tal conclusión lo afirmado por la propia actora en el sentido que durante los primeros años de separación, el causante abonaba alimentos mediante deposito judicial, lo que dejó de hacer con posterioridad; ya que, al haberse convenido alimentos a favor de los hijos menores de edad, resulta una consecuencia lógica de tal obligación que una vez que éstos alcanzaran la mayoría de edad el causante dejara de depositar el importe correspondiente a los alimentos convenidos a favor de los mismos.

Por tal motivo, y no encontrándose acreditado en autos, ni siquiera mínimamente, que el causante asumió el compromiso alimentario con la actora, y mucho menos aún, que haya hecho efectivo pago alguno en tal concepto, entiendo que la demanda promovida en autos no puede prosperar.

5.- Los testimonios brindados en autos, única prueba tendiente a acreditar la prestación alimentaria a su favor con la que cuenta la actora, no resultan eficaces a tal fin, ya que no se encuentran respaldados por documental alguna que permita inferir el derecho de la accionante.

6.-Como lógico corolario de lo expuesto precedentemente, los actos cuestionados, en cuanto mantienen la negatoria del derecho de pensión de la actora derivada del fallecimiento de su cónyuge, por encontrarse divorciada y considerar no acreditada la prestación alimentaria a favor de la actora, resultan legítimos, por no contener vicios que los invaliden; por lo que la demanda incoada en autos no puede prosperar.

7.-Debe tenerse presente que mediante los actos atacados, la Caja demandada acordó el beneficio a la conviviente del causante, quien lo percibe en su totalidad, no estando cuestionado su derecho por la actora, ni habiendo sido citada en estos autos frente a un pronunciamiento que, claramente, podría agraviarla, lo que amerita adoptar una mayor prudencia al momento de la valoración de la prueba rendida, en resguardo de los intereses de terceros.

8.- Finalmente, las costas deben imponerse por el orden causado (art. 70 de la Ley 8024, t.o. por Decreto 40/90).

Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. HUMBERTO R. SÁNCHEZ GAVIER, DIJO:

La disidencia planteada en los votos precedentes que debo dirimir, se refiere al análisis de la escasa prueba producida en autos para acreditar la prestación alimentaria y más concretamente, en relación a la única prueba documental aportada por la actora consistente en la copia de la audiencia celebrada con fecha 02/10/1996 en autos “Gordillo Ángela c/Coronda Aldo – Etapa Prejudicial” ante la Asesoría de Familia de Alta Gracia y relacionada en el punto 7.2.I. del voto de la Dra. Ortiz de Gallardo.

Acuerdan mis colegas en que la referida acta acredita que, tras el divorcio, el Sr. Coronda se obliga a pagar alimentos, pero difieren en relación al hecho de que los mismos estuvieran destinados a los hijos y a su ex esposa (posición asumida por la Sra. Vocal de 1er. Voto), o solamente a sus hijos (posición asumida por la Dra. de Guernica).

La cuestión es determinante para acreditar el derecho a pensión de la actora, que reconoce su condición de viuda divorciada del causante, así como también la convivencia que éste mantuvo con la Sra. Mercedes del Carmen Carballo, por lo tanto, debe valorarse con extremo cuidado. Con mayor razón cuando la concesión de tal derecho implica necesariamente limitar en el 50 % el monto de la pensión ya acordado a la concubina por el mismo acto administrativo impugnado.

Manifiesto mi opinión coincidente con el de la Dra. de Guernica en el sentido de que al

expresarse en el acta del acuerdo formalizado por ante la Asesoría de Familia de Alta Gracia que “… se pacta una cuota alimentaria consistente en el 30 % del total del sueldo del padre, …” (el subrayado me pertenece, ver fs. 60 de autos), se está refiriendo indudablemente que los destinatarios de dicha cuota alimentaria son únicamente sus hijos. Esta evidencia objetiva se confirma con el hecho de que en fecha indeterminada, se suspende el pago de tales alimentos sin que la actora expusiera otra razón que la lógicamente factible, es decir la pérdida de tal derecho por la mayoría de edad alcanzada por sus hijos.

La prueba de recibir la prestación alimentaria debió ser aportada por la actora, debido a tratarse de una situación de excepción en relación con la categórica regla prevista para los cónyuges divorciados por el art. 38 de la Ley 8024 (t.o. por Dec. N° 40/09), la cual dispone que “… No tendrán derecho a pensión: a) El cónyuge divorciado o separado de hecho que no gozare de prestación alimentaria para sí a cargo del causante, en ninguno de los casos…”

Es que la prueba de haber recibido prestación alimentaria es por su naturaleza de carácter personal encontrándose la actora en la mejor situación para acreditarla. Por lo demás, constituye un principio procesal incuestionable que a la accionante le corresponde probar el hecho que afirma y que la coloca en la situación especial prevista por la ley para gozar del beneficio jubilatorio pretendido.

El resto de la prueba que ofreció la accionante, como bien lo señalan las Sras. Vocales preopinantes, consistió en el testimonio de personal docente del establecimiento en el cual trabajaba, pero sus dichos si bien confirman el hecho de haber recibido alimentos los primeros años posteriores al divorcio, nada manifiestan en relación la etapa posterior a la mayoría de edad de los hijos y cuando la actora sostiene que el causante los pagaba informalmente atento su buena relación personal.

Las razones expuestas me llevan a la conclusión de que la denegación del beneficio previsional pretendido por parte de la demandada se ajusta a derecho y corresponde no hacer lugar a la demanda instaurada en autos.

Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA INÉS ORTIZ DE GALLARDO, DIJO:

Corresponde:

I.-Hacer lugar parcialmente a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción interpuesta por la Sra. Ángela Maurisia Gordillo en contra de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba y, en consecuencia, declarar la ilegitimidad de la Resolución Serie “A” N° 004.489 de fecha 23/09/2011 y de su confirmatoria la Resolución Serie “D” N° 000.252 de fecha 18/04/2012 sólo en cuanto denegaron el derecho a coparticipar de la pensión derivada del fallecimiento del Sr. Aldo Florencio Coronda.

II.-Ordenar a la demandada que en el plazo de quince (15) días hábiles judiciales dicte un nuevo acto administrativo que reconozca el derecho a coparticipar en el cincuenta por ciento (50%) del beneficio de pensión derivada del fallecimiento del Sr. Aldo Florencio Coronda, desde la fecha del presente pronunciamiento.

III.-Condenar a la demandada a que liquide a la actora los haberes de pensión devengados a partir de esa fecha, con los intereses legales establecidos en el punto 11 de esta sentencia, desde entonces y hasta su efectivo pago.

IV.-Diferir la determinación definitiva del quantun de la obligación de pago, para la etapa de ejecución de sentencia (art. 334 del C.P.C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

V.- Establecer como plazo de cumplimiento espontáneo de la condena, el de cuatro (4) meses computados a partir de la fecha en que quede firme la aprobación de la liquidación definitiva en concepto de suma líquida de condena y accesorias; debiendo la demandada proponerla dentro del mes siguiente al momento en que adquiera firmeza la presente resolución para su contralor por la parte actora, todo bajo apercibimiento de ejecución (art. 38 y cc del CMCA).

VI.-Imponer las costas por el orden causado (art. 70, Ley 8024 t.o. Dec. N° 40/09), y diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes por la parte actora -Dres. Roberto L. Olmedo y Guillermina Príncipe- para cuando se determine en definitiva la base económica de la litis (arts. 1, 26 y cc., Ley 9459).

Así voto.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA CECILIA MARIA de GUERNICA, DIJO:

Corresponde:

I.- No hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción interpuesta por la Sra. Ángela Mauricia GORDILLO en contra de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba.

II.-Imponer las costas por el orden causado, de conformidad con lo establecido por el art. 70 de la Ley 8024 (t.o. Dec. 40/2009), difiriendo la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando exista base para ello (art. 32 inc. 4 Ley 9459).

Así voto.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA, EL SEÑOR VOCAL DOCTOR HUMBERTO R. SÁNCHEZ GAVIER, DIJO:

Adhiero a la solución dada por la Sra. Vocal preopinante, Dra. Cecilia María de Guernica, atento a las consideraciones efectuadas al emitir el primer voto.

Así voto.

Por ello, normas legales citadas y por mayoría,

SE RESUELVE:

I.- No hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción interpuesta por la Sra. Ángela Mauricia GORDILLO en contra de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba.

II.-Imponer las costas por el orden causado, de conformidad con lo establecido por el art. 70 de la Ley 8024 (t.o. Dec. 40/2009), difiriendo la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando exista base para ello (art. 32 inc. 4 Ley 9459).
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